
(Municipio), (Mes y año)

Señor 
JUEZ MUNICIPAL DE (Municipio) (REPARTO)
E.S.D

Ref. ACCIÓN DE TUTELA DE (Nombre del consejero o consejera) CONTRA LA (Entidad que esté generando la afectación al derecho fundamental). 


(Nombre del peticionario) identificado con número de (cédula o tarjeta de identidad) (número) de (municipio de expedición) con domicilio en el municipio de (Municipio de residencia) actuando en calidad de Consejero Municipal de Juventudes de (Municipio de donde fue electo) y en ejercicio del derecho consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, interpongo ante su despacho la presente ACCIÓN DE TUTELA en contra la (Entidad que esté generando la afectación del derecho) representada legalmente por (nombre del representante legal ej: el Alcalde) identificado con número de cédula (Número de cédula) de (Municipio) O QUIEN HAGA SUS VECES, con el fin de que se protejan mis derechos fundamentales a la petición, Acción Constitucional me permito relacionar los siguientes:
HECHOS.
(Narre de manera detallada los hechos correspondientes para solicitar el derecho de petición. Como recomendación lo debe hacer de manera cronológica y resaltando lo más sucinto para el documento)
PRETENSIONES.
Con fundamentos en los hechos anteriormente mencionados de manera respetuosa señor juez se sirva de ordenar a la parte accionada y a mi favor lo siguiente:
1. Tutelar mis derechos fundamentales a la petición. 
2. Ordenar a la (Entidad competencia) en cabeza del (Representante legal competente) que en un plazo prudencial responda por (el derecho fundamental fragmentado, en el caso es el derecho de petición) 
3. Ordene en un plazo no mayor a 30 días la primera comisión de concertación y decisión para comenzar a definir los temas de incidencia en la agenda juvenil.
DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS.
La Constitución Política al ser norma de normas en nuestro ordenamiento jurídico, y consagrando una serie de reglas y prerrogativas que optimizan los mandatos legales para una protección de aquellos derechos llamados “Fundamentales”, a la luz no solo de la relación entre las personas sino la relación del Estado con aquellos particulares, es una búsqueda ideal de una protección real de aquellos derechos imprescindibles para la concepción misma de ser un humano en nuestro ordenamiento jurídico. 
Es por eso que esta protección debe ser efectiva en todos aquellos derechos y que, ante la posibilidad de una vulneración de los mismo, existe un mecanismo para la defensa, como lo es, la Acción de tutela. 
En esa medida, la Constitución Política dentro de sus primeros artículos reconoció la petición como un derecho fundamental de todos los colombianos, pero también como un deber preponderante del Estado respondiendo acerca de solicitudes, informaciones o consultas. El artículo 23 de la Constitución Política consagra que: 
Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.
Cuando el constituyente primario estableció las palabras “pronta resolución” hace referencia en estricto sentido a la eliminación de la mora administrativa en las peticiones que se le hagan a las autoridades. No en vano, la diligente y adecuada respuesta por parte de la administración garantiza una trasparencia y correcta operatividad para el desarrollo de la función pública.
Al respecto la Corte Constitucional ha dicho en sentencia T- 206 del 2018 que el derecho de petición “garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado” entendiendo la petición como un derecho fundamental que va ligado con principios de la administración municipal aseverando la necesaria respuesta del Estado con una prontitud razonable. 
En esa misma sentencia se argumenta que en los casos en que haya “(…) ausencia de respuesta en dicho lapso vulnera el derecho de petición” vulnerando entonces el derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la Carta Magna. Así las cosas, al no existir respuesta a lo solicitad, se entiende que procede lo contemplado en el artículo El artículo 86 de la Constitución Política que dispone que: 
Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales (…)”
Igualmente, en el Decreto 2591 de 1991, se contempla que: 
Artículo 10. Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. 
Por lo anterior expuesto, observamos que la falta de respuesta por parte de la Administración Municipal del derecho de petición radicado el 16 de mayo del 2022 y que hasta la fecha no ha habido ningún pronunciamiento de su misiva, se entiende vulnerado y trasgredido dicho derecho a mi como peticionario, a los consejeros que esperan dicha decisión y a los jóvenes que representamos. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO
 Constitucionales:
La Carta Magna en su artículo 86, establece la posibilidad que tengo para acudir a este mecanismo ante la evidente vulneración de mis derechos fundamentales en caso de que exista un mecanismo efectivo y expedito para resolver el inconveniente:
Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.
No en vano, la constitución ha establecido este mecanismo para la protección inmediata y sumaria de un derecho fundamental que, si no se garantiza puede generar evidentemente la afectación más amplia del derecho fundamental. 
Asimismo, el derecho fundamental a la petición consagrado en el artículo 23 consagra que: 
Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.
 Razón por la cual, se observar una flagrante violación a dicho postulado de la Carta Magna al no existir una respuesta acerca de la petición elevada conforme a todos los términos correspondientes.
Legales:
Artículo 14 CPACA. 
Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. 
Conforme a lo anterior, la Administración tenía en principio 15 días para responder la solicitud que levantamos como Mecanismo de Participación, razón por la cual no fue cumplido el tiempo aún con la solicitud de información que pidió la autoridad competente y que conforme a lo expuesto en el acervo probatorio fue entregado lo más antes posible.
El Decreto 2591 de 1991 su ARTÍCULO 1 que señala condiciones de procedencia de acción de tutela.
[bookmark: 38j6nj65xp5w]“ARTICULO 1o. OBJETO. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señale este Decreto. Todos los días y horas son hábiles para interponer la acción de tutela.
Conforme a este Decreto es fundamental aclarar que, se busca una protección de los derechos fundamentales por la omisión por parte de la Administración Municipal en cabeza del Alcalde Municipal Andrés Fabián Hurtado Barrera. En esa línea, es evidente que esa situación afecta otros derechos conexos aparte del de la petición como lo son los adquiridos en el Estatuto de Ciudadanía Juvenil.
Jurisprudenciales:
T – 077 / 2018 Magistrado Ponente Antonio José Lizarazo Campo
En reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional se ha referido al derecho de petición, precisando que el contenido esencial de este derecho comprende: (i) la posibilidad efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la respuesta oportuna, esto es, dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico, con independencia de que su sentido sea positivo o negativo; (iii) una respuesta de fondo o contestación material, lo que implica una obligación de la autoridad a que entre en la materia propia de la solicitud, según el ámbito de su competencia, desarrollando de manera completa todos los asuntos planteados (plena correspondencia entre la petición y la respuesta) y excluyendo fórmulas evasivas o elusivas.
Conforme a lo resaltado en negrilla, es de aclarar que, la administración municipal no ha respondido de manera oportuna conforme a los términos establecidos en el CPACA ni de fondo al no obtener ninguna respuesta y dejar a la deriva el ejercicio propio del Consejo Municipal de Juventudes y generando una desconfianza en la función pública ejercida por esta Alcaldía.
T -386 / 2021 Magistrado Ponente Cristina Pardo Schlesinger.
Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de petición no fue producida o comunicada dentro de los términos que la ley señala, esto es, que se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional.
Siendo la Acción de Tutela el principal y único para la defensa en caso de existir una nula respuesta a la petición levantada conforme a los mecanismos legales establecidos por el Ordenamiento Jurídico. Así las cosas, al no tener otra manera de hacer valer nuestros derechos, seguimos con la Acción de Tutela. 
PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD.
Conforme al análisis de procedencia que solicita la Corte Constitucional para incoar la acción de Tutela cuando se vulnera el derecho de petición, es de resaltar que, al ser una acción con unos requisitos establecidos claramente en la Constitución y los Decretos que la reglamenten. 
Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido en los artículos 1, 2, y 5 del Decreto 2591 de 1991, en razón a que mencionada acción busca la garantía, protección de derechos fundamentales.
De acuerdo con el artículo 10 del Decreto 2591 y el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia cualquier persona puede instaurar la Acción de Tutela en nombre propio, cuando considere que una actuación u omisión del Estado o de los particulares vulnera o amenaza propios derechos fundamentales.
Así las cosas, según la Corte Constitucional en reiterados análisis que convergen cuando habla de los presupuestos como el que se observa en la sentencia T – 230 del 2020 se deben tener en cuenta los siguientes factores.
Legitimación en la Causa.
En este caso existe una legitimación en la causa por activa por cuanto, yo fui el ciudadano en calidad de consejero que remití el derecho de petición el día 16 de mayo siendo la persona natural que ostenta el derecho fundamental objeto de estudio. Por su parte, la Administración Municipal es el legitimado en pasiva siendo no solo el encargado de responder la petición sino el legalmente obligado de crear la mesa de concertación y decisión conforme a lo establecido en la Ley 1622 el 2013.
Inmediatez. 
El 9 de junio del 2022 era el plazo máximo de la Administración Municipal de responder el Derecho de Petición. Sin embargo, el mismo se comunicó con nosotros en la fecha posterior solicitando una información acerca de quiénes eran los delegados, entregando esa información el 14 de junio del 2022 y reactivándose el término conforme a lo establecido en el artículo 17 del CPACA, contándose así nuevamente los términos siendo el 8 de julio del 2022 el plazo máximo para dar respuesta ya con los documentos que la administración habían solicitado sobre los delegados. Así las cosas, se radica la acción con menos de un mes de cuando se debía dar respuesta. 
Subsidiariedad. 
Finalmente, sobre la subsidiariedad es válido precisar lo argumentado en la sentencia T – 230 del 2020 cuando hace referencia a la tutela como defensa al derecho de petición: 
Respecto del requisito de subsidiariedad, es preciso anotar que, visto el asunto sub-judice, el recurso de amparo es el mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo, tal y como insistentemente lo ha señalado esta Corporación.
En esa medida, termina siendo la única y más eficaz herramienta de protección del derecho fundamental cuando exista una violación fragrante como se observa en el caso en concreto que se somete a consideración del juez de tutela para su efectiva garantía. 
COMPETENCIAS.
Conoce señor(a) Juez(a) de este asunto, toda vez que según lo contemplado en el artículo 37 Decreto 2591 de 1991, Primera instancia, son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueves o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.
JURAMENTO.
Como lo señala el artículo 37 y 38 del Decreto 2591 de 1991, manifiesto señor Juez, bajo la gravedad de juramento, que no he interpuesto otra acción de tutela por los mismo hechos, pretensiones y derecho aquí relacionados ni contra la misma autoridad.

(En esta parte colocar todo lo relacionado con el derecho a solicitar, en esa medida, ustedes pueden dirigirse a la ficha técnica normativa que le haremos llegar en la respectiva caja de herramientas)
Pruebas.
En ese acápite colocar todo lo relacionado con las pruebas concernientes que puedan soportar lo solicitado en el derecho de petición. Si no hay ninguna prueba, solamente omitir este paso.
Notificaciones.
Correo: (Colocar información)
Número: (Colocar información)
Dirección: (Colocar información)
Cordialmente 
_________________________
Nombre del Consejero 
Consejero(a) de Juventud del Municipio de (Colocar el Municipio)
